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Providencia:
Auto  -  12 de marzo de 2018

Proceso: 

Acción de Tutela – Conflicto de Competencia 
Radicación Nro. :
  
66001-22-18-000-2018-00005-00
Demandante: 

Nohelia Rivera de Rincón
Demandado:

FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN. y OTRO
Magistrado Ponente: 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Temas:                                
TUTELA CONTRA DEPENDENCIAS DE LA FISCALÍA / REGLAS DE REPARTO- DECRETO 1983 DE 2017 / CORRESPONDE A JUEZ DE CIRCUITO. Es la Sala Mixta de este Tribunal competente para dirimir el conflicto negativo de competencia suscitado entre la Sala Unitaria Penal del Tribunal Superior de Pereira y el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, de conformidad con el inciso 2°, artículo 18 de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia.
(…) 

De conformidad con estas reglas de reparto, cuando la acción de tutela se dirija contra la Fiscalía General de la Nación, de ella conocerán los Tribunales Superiores de Distrito Judicial o Administrativos, cuando involucren actuaciones del Fiscal General de la Nación. Sin embargo, esa circunstancia no se presenta en el caso concreto. En efecto, como ya se vio, la demandante manifiesta que la Fiscalía General de la Nación, por medio de su Sección de Nóminas, aumentó de forma desmesurada la retención en la fuente que debe pagar, omitió cancelar la bonificación de actividad judicial y tres días de incapacidad y no corrió traslado del incremento de tal bonificación. Además, la Subdirección Regional de Apoyo de esa entidad dejó de resolver en forma concreta la petición que formuló para que revisaran el descuento por retención en la fuente. Es decir, que del escrito por medio del cual se promovió la acción, no hay cómo deducir que el Fiscal General de la Nación ha amenazado o vulnerado los derechos fundamentales cuya protección invoca la demandante. Por tanto, no hay motivo alguno para involucrarlo como sujeto pasivo de la acción. 

2.2 De acuerdo con lo expuesto, la Sala Penal de este Tribunal es incompetente para conocer de la acción instaurada; lo es el juzgado con categoría de circuito al que inicialmente le fue repartida, de acuerdo con el inciso segundo del numeral 2 del artículo 1° del Decreto 1983 de 2017.
.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA MIXTA DE DECISIÓN No. 1

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos
Pereira, marzo doce (12) de dos mil dieciocho (2018)

Acta No. 074 del 12 de marzo de 2018  

Expediente No. 66001-22-18-000-2018-00005-00
Se decide el conflicto de competencia suscitado entre un magistrado de la Sala Penal de este Tribunal y el titular del Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, quienes se rehúsan a conocer de la acción de tutela propuesta por la Dra. Nohelia Rivera de Rincón contra la Fiscalía General de la Nación – Subdirección Nacional de Talento Humano – Jefatura de Personal, Subdirección Regional de Apoyo y Jefatura Analista de Recursos Humanos del Eje Cafetero de esa entidad y la Compañía de Seguros Positiva SA.
A N T E C E D E N T E S 
1. La accionante considera lesionados sus derechos de petición,  mínimo vital y dignidad. Para protegerlos, solicita se ordene: a) suministrar respuesta de fondo a la solicitud que elevó; b) pagar lo adeudado por concepto de incapacidades laborales, con los debidos ajustes y actualizaciones, la bonificación de actividad judicial y las sumas de dinero contempladas en el Decreto 1009 de 2017 y c) se abstengan de seguir incurriendo en las anomalías administrativas que afectan sus derechos.

Como sustento de tales súplicas señaló, en breve síntesis, que: a) el 29 de agosto del año pasado sufrió un accidente laboral; b) la ARL Positiva, desde la fecha en que se reportó ese siniestro, asumió en su totalidad el pago del subsidio por incapacidad; c) debido al desproporcionado incremento del descuento por retención en la fuente, elevó reclamación ante la Subdirección Regional de Apoyo de la Fiscalía, entidad que se limitó a brindar “explicaciones vagas y poco convincentes”; d) a partir del mes de diciembre de 2017, de manera injustificada, se dejó de cancelar la bonificación por actividad judicial; e) debido a un error en la Sección de Nóminas de la Fiscalía, le adeudan tres días de incapacidades, correspondientes al mes de enero de este año; f) el nominador omitió dar aviso a la ARL sobre la actualización de la bonificación judicial para este año y g) su salario constituye su única fuente de ingresos y la de su familia.
2. Por auto del 1º de marzo último, el Juez Civil del Circuito de Dosquebradas, al que correspondió la demanda por reparto, se abstuvo de conocer del asunto y ordenó su envío a la Oficina Judicial de esta ciudad para su respectivo reparto. Argumentó que en este caso la acción se dirige, entre otras entidades, frente a la Fiscalía General de la Nación, razón por la cual la competencia para tramitarla radica en los Tribunales Superior del Distrito Judicial o Administrativo de Pereira, de conformidad con los numerales 3 y 11 del artículo 1º del Decreto 1983 de 2017.  
3. El Magistrado Jorge Arturo Castaño Duque, a quien fue repartida la acción, en Sala Unitaria Penal, mediante proveído del 5 de los corrientes, suscitó el conflicto negativo de competencia, al considerar que tampoco le correspondía conocerla. Adujo que la queja de la actora no guarda relación con asuntos de índole jurisdiccional sino de naturaleza administrativa y que las dependencias de la Fiscalía General de la Nación que a juicio de la demandante lesionan sus derechos, son la Subdirección Nacional de Talento Humano, la Regional de Apoyo del Eje Cafetero y su Jefe Analista de Recurso Humano; por tanto, como la acción constitucional no se dirige frente a actuaciones del Fiscal General de la Nación ni este ha tenido injerencia en las desplegadas por aquellos funcionarios, el conocimiento de la acción de tutela radica en el juzgado del circuito, de conformidad con los numerales 2 y 3 del inciso segundo del artículo 2.2.3.1.2.1 de la Ley 1095 de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. Es la Sala Mixta de este Tribunal competente para dirimir el conflicto negativo de competencia suscitado entre la Sala Unitaria Penal del Tribunal Superior de Pereira y el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, de conformidad con el inciso 2°, artículo 18 de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia.
2. Para decirlo de una vez, esta Sala comparte el criterio del Magistrado Jorge Arturo Castaño Duque, por las siguientes razones:
2.1 Los numerales 2 y 3 del artículo 1º del Decreto 1983 de 2017, por el cual se modifica el Decreto 1069 de 2015, referente a las reglas de reparto de la acción de tutela, establecen, en su orden, que:

“Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden nacional serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces del Circuito o con igual categoría. 
Las acciones de tutela dirigidas contra las actuaciones del Presidente de la República, del Contralor General de la República, del Procurador General de la Nación, del Fiscal General de la Nación, del Registrador Nacional del Estado Civil, del Defensor del Pueblo, del Auditor General de la República, del Contador General de la Nación y del Consejo Nacional Electoral serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Tribunales Superiores de Distrito Judicial o a los Tribunales Administrativos.
De conformidad con estas reglas de reparto, cuando la acción de tutela se dirija contra la Fiscalía General de la Nación, de ella conocerán los Tribunales Superiores de Distrito Judicial o Administrativos, cuando involucren actuaciones del Fiscal General de la Nación. 
Sin embargo, esa circunstancia no se presenta en el caso concreto. En efecto, como ya se vio, la demandante manifiesta que la Fiscalía General de la Nación, por medio de su Sección de Nóminas, aumentó de forma desmesurada la retención en la fuente que debe pagar, omitió cancelar la bonificación de actividad judicial y tres días de incapacidad y no corrió traslado del incremento de tal bonificación. Además, la Subdirección Regional de Apoyo de esa entidad dejó de resolver en forma concreta la petición que formuló para que revisaran el descuento por retención en la fuente. 
Es decir, que del escrito por medio del cual se promovió la acción, no hay cómo deducir que el Fiscal General de la Nación ha amenazado o vulnerado los derechos fundamentales cuya protección invoca la demandante. Por tanto, no hay motivo alguno para involucrarlo como sujeto pasivo de la acción. 
2.2 De acuerdo con lo expuesto, la Sala Penal de este Tribunal es incompetente para conocer de la acción instaurada; lo es el juzgado con categoría de circuito al que inicialmente le fue repartida, de acuerdo con el inciso segundo del numeral 2 del artículo 1° del Decreto 1983 de 2017. Este, además, no podía rechazar la tutela por razones de competencia, ni el Magistrado de aquella Sala suscitar el conflicto correspondiente, de conformidad con la prohibición consagrada en el parágrafo 2° del artículo 1° del citado Decreto, el que reza: “Las anteriores reglas de reparto no podrán ser invocadas por ningún juez para rechazar la competencia o plantear conflictos negativos de competencia.”
3. En consecuencia, el conflicto debe decidirse en el sentido de que es el señor Juez Civil del Circuito de Dosquebradas el competente para asumir el conocimiento de este proceso. Por tanto, se dispondrá remitirle el expediente, previa información de lo acontecido al despacho del Magistrado Jorge Arturo Castaño Duque.
Por lo expuesto, la Sala Mixta No. 1 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

R E S U E L V E 
PRIMERO: Dirimir el conflicto de competencia suscitado en el sentido de declarar que era el Civil del Circuito de Dosquebradas, el competente para asumir el conocimiento de la acción de tutela instaurada por la Dra. Nohelia Rivera de Rincón contra la Fiscalía General de la Nación – Subdirección Nacional de Talento Humano – Jefatura de Personal, Subdirección Regional de Apoyo y Jefatura Analista de Recursos Humanos del Eje Cafetero de esa entidad y la Compañía de Seguros Positiva SA.

SEGUNDO: Remítase el expediente al referido despacho y dese cuenta de la decisión adoptada al Magistrado que provocó el conflicto.
TERCERO: Notifíquese este auto a la parte actora por el medio más eficaz.
Notifíquese y cúmplase, 
Las Magistradas,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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